
             
 

DESPACHO No. 3 – COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 
DEL VALLE DEL CAUCA 

 
 

SALA UNITARIA 
 
 

MAG. INVESTIGADOR:    DR. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 
 
 

RADICADO NO.       76-001-25-02-000-2023-01370-00 
 
 

APROBADO EN ACTA NO. 110 
 
 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de julio de dos mil veintitrés (2023) 
 
 
 

ASUNTO A TRATAR 
 

Se procede en esta oportunidad a analizar la admisibilidad de la queja 
disciplinaria interpuesta por el señor OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA 
en contra del JUEZ NOVENO LABORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI 
al tenor de lo dispuesto por la Ley 1952 de 2019 (CGD), a fin de establecer si se 
dispone adelantar indagación preliminar, o se decreta apertura de investigación 
disciplinaria en este asunto o si, por el contrario, esta Comisión se debe inhibir 
de dar trámite a la misma, según estén dados los presupuestos para adoptar una 
u otra decisión 
 
 

ANTECEDENTES FÁCTICOS 
 

 
Se recibe en despacho el presente asunto sometido a reparto el día 14 de junio 
hogaño, con ocasión a la comunicación electrónica enviada por el señor OSCAR 
FERNANDO QUINTERO MESA el día 25 de mayo de 2023 indicando el en 
asunto “Prevaricato por Omisión, dilación y obstrucción y fraude a impulso 
procesal” 
 
En el cuerpo de dicha comunicación el quejoso se explayaba en su queja dirigida 
al JUEZ 09 LABORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI mencionando la 



 

 

inconformidad con la decisión al igual que expresándose del descontento 
general por el sistema judicial colombiano en presumiendo una posible 
corrupción por parte de los funcionarios públicos los cuales en palabras del 
quejoso jamás actúan conforme a la ley y sus decisiones son arbitrarias. 
 

 
CONSIDERACIONES 

 
 

Esta H. Corporación, es competente para conocer de las investigaciones 
disciplinarias en contra de los abogados, funcionarios (jueces y fiscales) y 
empleados adscritos a la Rama Judicial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 
257 A de la Constitución Política, que dispone: 
 
“ARTICULO 257A. <Artículo "adicionado" por el artículo 19 del Acto Legislativo 2 de 2015. 
El nuevo texto es el siguiente:> La Comisión Nacional de Disciplina Judicial ejercerá la 
función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. 
 
<Apartes tachados INEXEQUIBLES, el aparte subrayado corresponde a la corrección 
introducida en cumplimiento de la Sentencia C-285-16> Estará conformada por siete 
Magistrados, cuatro de los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas 
enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial Consejo Superior de la Judicatura previa 
convocatoria pública reglada adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial, y tres de 
los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presidente 
de la República, previa convocatoria pública reglada. Tendrán periodos personales de ocho 
años, y deberán cumplir con los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
 Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no podrán ser reelegidos. 
Podrá haber Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial integradas como lo señale la 
ley. 
 
La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será la encargada de examinar la conducta y 
sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señale 
la ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados. 
 
PARÁGRAFO. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de acciones de tutela. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial deberán ser elegidos dentro del año siguiente a la vigencia del presente acto 
legislativo. Una vez posesionados, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá los 
procesos disciplinarios de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura. Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los 
miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. Las Salas Disciplinarias de los 
Consejos Seccionales de la Judicatura serán transformadas en Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial. Se garantizarán los derechos de carrera de los Magistrados y empleados 
de las salas disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura quienes continuarán 
conociendo de los procesos a su cargo, sin solución de continuidad.” 

 

Por su parte, el El Capítulo IV de la Ley 1952 de 2019 establece lo que se 
considera como falta disciplinaria, indicando al respecto:  
 
“Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a 
la imposición de la sanción disciplinaria correspondiente la incursión en cualquiera de las 
conductas previstas en este código que conlleven incumplimiento de deberes, 
extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen 



 

 

de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar 
amparado por cualquiera de las causas de exclusión de responsabilidad contempladas en 
esa ley.”  

 
Por su parte el artículo 263 transitorio de la Ley 1952 de 2019, vigente para el 
momento de proferir esta decisión determina: 
 

“ARTÍCULO 263. ARTÍCULO TRANSITORIO. <Artículo modificado por el artículo 
71 de la Ley 2094 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> A la entrada en vigencia 
de esta ley, los procesos en los cuales se haya surtido la notificación del pliego 
de cargos o instalado la audiencia del proceso verbal, continuarán su trámite 
hasta finalizar bajo el procedimiento de la Ley 734 de 2002. En los demás 
eventos se aplicará el procedimiento previsto en esta ley. 
 
PARÁGRAFO. <Parágrafo corregido por el artículo 3 del Decreto 1656 de 2021. El 
nuevo texto es el siguiente:> La designación de la primera sala disciplinaria de 
juzgamiento a que alude el artículo 17 de esta ley, deberá ser integrada de forma 
tal que, a su entrada en vigencia, asuma inmediatamente sus competencias. El 
período de esta primera sala se extenderá hasta el 17 de marzo de 2025, sin 
perjuicio de su eventual prórroga.” 

 
 
Por lo anterior, se dará aplicación a esta disposición vigente, adecuando el 
trámite procesal tal y como se dijera en precedencia y bajo estas reglas, se 
procederá a determinar si hay mérito y/o se encuentran cumplidos los requisitos 
de ley para avocar el conocimiento del asunto, según estén dados los 
presupuestos para adoptar otra decisión en el caso particular.  
 
SOLUCIÓN AL CASO 
 
Sea lo primero precisar que, a través de una queja se denuncian ante la 
autoridad competente las irregularidades en que incurren los servidores 
públicos, al igual que los particulares que transitoriamente administran justicia, a 
efecto de que se inicie la correspondiente investigación disciplinaria y se 
apliquen los correctivos que sean del caso.  
 
Se trata, por lo tanto, de un mecanismo a través del cual se impulsa la actuación 
disciplinaria, cuya finalidad consiste en la “la prevención y buena marcha de la 
gestión pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones 
del Estado en relación con las conductas de los servidores públicos que los 
afecten o pongan en peligro” Sentencia C-948 de 2002 M.P. Álvaro Tafur Galvis.  
 
Sin embargo, no necesariamente toda información conlleva el inicio de una 
investigación disciplinaria, pues al encontrarse radicada en cabeza del Estado 
la titularidad de la acción disciplinaria, “su formulación no se traduce en el 
inicio automático de la investigación disciplinaria, sino en el hecho de 
facultar a las autoridades competentes para ejercer dicha acción con miras 
a determinar el mérito de la queja, y si es del caso, a iniciar las 
indagaciones e investigaciones que se consideren pertinentes” (subrayado 
fuera del texto) Sentencia T – 412 de 2006 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
 
En tal sentido el Articulo 209 de la Ley 1952 de 2019, dispone que: 
 
“Articulo 209. Decisión Inhibitoria. Cuando la información o queja sea manifiestamente 
temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de imposible 



 

 

ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o difusa, o 
cuando la acción no pueda iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de iniciar 
actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso alguno.” (negrillas fuera 
del texto) 

 
Al respecto, ha precisado nuestro superior: 
 

“(…) Esta figura encuentra su razón de ser, en el desgaste que para la 
administración de justicia reportan aquellas quejas o informaciones de las cuales 
un simple examen permite concluir la ausencia de un fundamento mínimo 
que permita o motive la puesta en marcha del aparato jurisdiccional a través 
de una indagación preliminar, como en el caso que se analiza, donde de una 
lectura del escrito allegado, no se puede inferir de los señalamientos que realiza 
el señor Medellín Garzón en su escrito de queja, la existencia de falta disciplinaria 
en contra de los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 
pues las afirmaciones allí contenidas carecen de concreción y precisión, y 
no contienen valoraciones objetivas, ni presupuestos fácticos para inferir la 
ocurrencia de hechos concretos.(…)”1 

 
 
En este sentido, la decisión inhibitoria se entiende como la facultad que tiene la 
jurisdicción disciplinaria de abstenerse de iniciar la actuación puesto que, de 
hacerlo, las labores investigativas implicarían un desgaste para la administración 
de justicia no justificado. 
 
En concreto los hechos «disciplinariamente irrelevantes» son aquellos 
que, aunque pudieron haber ocurrido, no revisten las características de 
una falta disciplinaria. Se trata de aquellos casos en que, a pesar de una 
clara inconformidad del quejoso, los hechos relatados no tienen la entidad 
suficiente para configurar una falta disciplinaria en los términos previstos 
por la ley. 
 
Aplicando los anteriores postulados al caso sub examine, se puede precisar que 
no se determina de manera precisa al actor de la presunta falta disciplinaria si la 
hubiere ni tampoco la existencia de una relación clara de modo, tiempo y lugar 
que pueda surcar la ambigüedad de la petición, agregado a esto, se presenta un 
patrón de actuación recurrente en los cuales incurre el quejoso cuando se 
encuentra inconforme con las decisiones tomadas por los funcionarios públicos 
siempre y cuando no sean beneficiosas. 
 
Ante dicha situación, no se observan hechos relevantes disciplinariamente que 
permitan activar la jurisdicción disciplinaria para así adelantar actuación alguna. 
Al respecto el Art. 212 de la Ley 1952 de 2019, determina los fines de la 
investigación disciplinaria de la siguiente manera: 
 
“ARTÍCULO 212. FINES Y TRÁMITE DE LA INVESTIGACIÓN. La investigación tendrá 
como fines verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es constitutiva de falta 
disciplinaria o si se ha actuado al amparo de una causal de exclusión de la 
responsabilidad. 
 
Para el adelantamiento de la investigación, el funcionario competente hará uso de los 
medios de prueba legalmente reconocidos y podrá, a solicitud del vinculado, oírlo en versión 
libre. 

                                                 
1 Decisión del 17 de marzo de 2021. M.P. Carlos Arturo Ramírez Vásquez. Radicado 

11001010200020190025100.  



 

 

 
La investigación se limitará a los hechos objeto de denuncia, queja o iniciación oficiosa y 
los que le sean conexos.” (Negrilla fuera del texto) 

 
Recordar que decisiones de este tipo, se ubican dentro del ámbito de válida 
autonomía e independencia judicial que la Constitución y la Ley reconocen a los 
funcionarios judiciales, así como lo dispone el Art. 5 Ley 270 de 1996 
 
“ARTÍCULO 5o. AUTONOMIA E INDEPENDENCIA DE LA RAMA JUDICIAL. La Rama 
Judicial es independiente y autónoma en el ejercicio de su función constitucional y legal de 
administrar justicia. 
 
Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, 
exigir, determinar o aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones 
o criterios que deba adoptar en sus providencias. Por lo que una sanción disciplinaria 
a partir de su contenido no resulta acorde con el estatuto superior.” (negrillas fuera 
del texto) 

 
De acuerdo con lo anterior, esta Sala Unitaria debe concluye que no existen en 
la queja, los requisitos mínimos para que se configure una falta disciplinaria, lo 
que resulta irrelevante para el derecho disciplinario, obligando a esta Sala deba 
declararse inhibida de avocar el conocimiento. 
 
En efecto, el Art. 209 del Código General Disciplinario determina: 
 
“ARTÍCULO 209. DECISIÓN INHIBITORIA. Cuando la información o queja sea 
manifiestamente temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de 
imposible ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o 
difusa, o cuando la acción no puede iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de iniciar 
actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso.” 

 
En mérito de lo expuesto, el señor MAGISTRADO INSTRUCTOR TITULAR DEL 
DESPACHO Nro. TRES DE LA COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, en cumplimiento de sus funciones 
Constitucionales y Legales: 

 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: INHIBIRSE DE INICIAR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA, en 
contra del JUEZ NOVENO LABORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI, por 
lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEGUNDO: Contra la presente decisión no procede ningún recurso y no hace 
tránsito a cosa juzgada material. 
 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

(Firmado electrónicamente) 
Dr. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 



 

 

MAGISTRADO  
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GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

SECRETARIO GENERAL 
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DESPACHO No. 3 – COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 
DEL VALLE DEL CAUCA 

 
 

SALA UNITARIA 
 
 

MAG. INVESTIGADOR:    DR. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 
 
 

RADICADO NO.       76-001-25-02-000-2023-01350-00 
 
 
 

APROBADO EN ACTA NO. 110 
 
 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de julio de dos mil veintitrés (2023) 
 
 
 

ASUNTO A TRATAR 
 

Se procede en esta oportunidad a analizar la admisibilidad de la queja 
disciplinaria interpuesta por el señor OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA 
en contra del Juez, POR DETERMINAR,  al tenor de lo dispuesto por la Ley 1952 
de 2019 (CGD), a fin de establecer si se dispone adelantar indagación preliminar, 
o se decreta apertura de investigación disciplinaria en este asunto, o si por el 
contrario esta Comisión se debe inhibir de dar trámite a la misma, según estén 
dados los presupuestos para adoptar una u otra decisión 
 
 

ANTECEDENTES FÁCTICOS 
 

 
Se recibe en despacho el presente asunto sometido a reparto electrónico el día 
13 de junio de 2023 por parte de Secretaria Comisión Seccional de Disciplina 
Judicial de Cali con ocasión a la comunicación electrónica realizada el día 31 de 
mayo de 2023 por el señor OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA indicando 
en el asunto “Inadmite Tutela - 2023-244 - OSCAR FERNANDO QUINTERO 
MESA contra ANA LUCÍA AGUIRRE GARAVITO”   
 



 

 

En mencionado correo se describe el descontento del quejoso de manera 
general por hechos de presunta corrupción por parte de funcionarios públicos 
que han estado o están aún en investigaciones para determinar su 
responsabilidad en algunos escándalos que se podrían catalogar de índole 
publica, mencionados funcionarios en la comprensión del quejoso estarían 
coludidos en su contra impidiendo el libre ejercicio de sus derechos. 
 

 
CONSIDERACIONES 

 
 

Esta H. Corporación, es competente para conocer de las investigaciones 
disciplinarias en contra de los abogados, funcionarios (jueces y fiscales) y 
empleados adscritos a la Rama Judicial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 
257 A de la Constitución Política, que dispone: 
 
“ARTICULO 257A. <Artículo "adicionado" por el artículo 19 del Acto Legislativo 2 de 2015. 
El nuevo texto es el siguiente:> La Comisión Nacional de Disciplina Judicial ejercerá la 
función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. 
 
<Apartes tachados INEXEQUIBLES, el aparte subrayado corresponde a la corrección 
introducida en cumplimiento de la Sentencia C-285-16> Estará conformada por siete 
Magistrados, cuatro de los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas 
enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial Consejo Superior de la Judicatura previa 
convocatoria pública reglada adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial, y tres de 
los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presidente 
de la República, previa convocatoria pública reglada. Tendrán periodos personales de ocho 
años, y deberán cumplir con los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
 Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no podrán ser reelegidos. 
Podrá haber Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial integradas como lo señale la 
ley. 
 
La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será la encargada de examinar la conducta y 
sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señale 
la ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados. 
 
PARÁGRAFO. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de acciones de tutela. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial deberán ser elegidos dentro del año siguiente a la vigencia del presente acto 
legislativo. Una vez posesionados, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá los 
procesos disciplinarios de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura. Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los 
miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. Las Salas Disciplinarias de los 
Consejos Seccionales de la Judicatura serán transformadas en Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial. Se garantizarán los derechos de carrera de los Magistrados y empleados 
de las salas disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura quienes continuarán 
conociendo de los procesos a su cargo, sin solución de continuidad.” 

 

Por su parte, el El Capítulo IV de la Ley 1952 de 2019 establece lo que se 
considera como falta disciplinaria, indicando al respecto:  
 



 

 

“Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a 
la imposición de la sanción disciplinaria correspondiente la incursión en cualquiera de las 
conductas previstas en este código que conlleven incumplimiento de deberes, 
extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar 
amparado por cualquiera de las causas de exclusión de responsabilidad contempladas en 
esa ley.”  

 
Por su parte el artículo 263 transitorio de la Ley 1952 de 2019, vigente para el 
momento de proferir esta decisión determina: 
 

“ARTÍCULO 263. ARTÍCULO TRANSITORIO. <Artículo modificado por el artículo 
71 de la Ley 2094 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> A la entrada en vigencia 
de esta ley, los procesos en los cuales se haya surtido la notificación del pliego 
de cargos o instalado la audiencia del proceso verbal, continuarán su trámite 
hasta finalizar bajo el procedimiento de la Ley 734 de 2002. En los demás 
eventos se aplicará el procedimiento previsto en esta ley. 
 
PARÁGRAFO. <Parágrafo corregido por el artículo 3 del Decreto 1656 de 2021. El 
nuevo texto es el siguiente:> La designación de la primera sala disciplinaria de 
juzgamiento a que alude el artículo 17 de esta ley, deberá ser integrada de forma 
tal que, a su entrada en vigencia, asuma inmediatamente sus competencias. El 
período de esta primera sala se extenderá hasta el 17 de marzo de 2025, sin 
perjuicio de su eventual prórroga.” 

 
 
Por lo anterior, se dará aplicación a esta disposición vigente, adecuando el 
trámite procesal tal y como se dijera en precedencia y bajo estas reglas, se 
procederá a determinar si hay mérito y/o se encuentran cumplidos los requisitos 
de ley para avocar el conocimiento del asunto, según estén dados los 
presupuestos para adoptar otra decisión en el caso particular.  
 
SOLUCIÓN AL CASO 
 
Sea lo primero precisar que, a través de una queja se denuncian ante la 
autoridad competente las irregularidades en que incurren los servidores 
públicos, al igual que los particulares que transitoriamente administran justicia, a 
efecto de que se inicie la correspondiente investigación disciplinaria y se 
apliquen los correctivos que sean del caso.  
 
Se trata, por lo tanto, de un mecanismo a través del cual se impulsa la actuación 
disciplinaria, cuya finalidad consiste en la “la prevención y buena marcha de la 
gestión pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones 
del Estado en relación con las conductas de los servidores públicos que los 
afecten o pongan en peligro” Sentencia C-948 de 2002 M.P. Álvaro Tafur Galvis.  
 
Sin embargo, no necesariamente toda información conlleva el inicio de una 
investigación disciplinaria, pues al encontrarse radicada en cabeza del Estado 
la titularidad de la acción disciplinaria, “su formulación no se traduce en el 
inicio automático de la investigación disciplinaria, sino en el hecho de 
facultar a las autoridades competentes para ejercer dicha acción con miras 
a determinar el mérito de la queja, y si es del caso, a iniciar las 
indagaciones e investigaciones que se consideren pertinentes” (subrayado 
fuera del texto) Sentencia T – 412 de 2006 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
 



 

 

En tal sentido el Articulo 209 de la Ley 1952 de 2019, dispone que: 
 
“Articulo 209. Decisión Inhibitoria. Cuando la información o queja sea manifiestamente 
temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de imposible 
ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o difusa, o 
cuando la acción no pueda iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de iniciar 
actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso alguno.” (negrillas fuera 
del texto) 

 
Al respecto, ha precisado nuestro superior: 
 

“(…) Esta figura encuentra su razón de ser, en el desgaste que para la 
administración de justicia reportan aquellas quejas o informaciones de las cuales 
un simple examen permite concluir la ausencia de un fundamento mínimo 
que permita o motive la puesta en marcha del aparato jurisdiccional a través 
de una indagación preliminar, como en el caso que se analiza, donde de una 
lectura del escrito allegado, no se puede inferir de los señalamientos que realiza 
el señor Medellín Garzón en su escrito de queja, la existencia de falta disciplinaria 
en contra de los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 
pues las afirmaciones allí contenidas carecen de concreción y precisión, y 
no contienen valoraciones objetivas, ni presupuestos fácticos para inferir la 
ocurrencia de hechos concretos.(…)”1 

 
 
En este sentido, la decisión inhibitoria se entiende como la facultad que tiene la 
jurisdicción disciplinaria de abstenerse de iniciar la actuación puesto que, de 
hacerlo, las labores investigativas implicarían un desgaste para la administración 
de justicia no justificado. 
 
En concreto los hechos «disciplinariamente irrelevantes» son aquellos 
que, aunque pudieron haber ocurrido, no revisten las características de 
una falta disciplinaria. Se trata de aquellos casos en que, a pesar de una 
clara inconformidad del quejoso, los hechos relatados no tienen la entidad 
suficiente para configurar una falta disciplinaria en los términos previstos 
por la ley. 
 
 
SOLUCIÓN AL CASO 
 
 
Aplicando los anteriores postulados al caso sub examine y analizado lo expuesto 
por el señor OSCAR FERNANDO QUINTERO MESA, se determina que su 
inconformidad radicaría en la inadmisión de una tutela presentada, no obstante, 
no existe una claridad en las circunstancias de modo, tiempo y lugar de las 
conductas que podrían conformar una falta disciplinaria, pues solo se presume 
el descontento por lo ya mencionado. 
 
Decisiones de este tipo, se ubican dentro del ámbito de válida autonomía e 
independencia judicial que la Constitución y la Ley reconocen a los funcionarios 
judiciales, así como lo dispone el Art. 5 Ley 270 de 1996 
 

                                                 
1 Decisión del 17 de marzo de 2021. M.P. Carlos Arturo Ramírez Vásquez. Radicado 

11001010200020190025100.  



 

 

“ARTÍCULO 5o. AUTONOMIA E INDEPENDENCIA DE LA RAMA JUDICIAL. La Rama 
Judicial es independiente y autónoma en el ejercicio de su función constitucional y legal de 
administrar justicia. 
 
Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, 
exigir, determinar o aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones 
o criterios que deba adoptar en sus providencias. Por lo que una sanción disciplinaria 
a partir de su contenido no resulta acorde con el estatuto superior.” (negrillas fuera 
del texto) 

 
En ese sentido, no basta con la sola inconformidad del quejoso con la decisión 
judicial, si la misma se advierte como razonada y jurídicamente admisible, añadido 
a esto no se encuentra una estructura adecuada cuando de elevar una queja se 
trata, no existe circunstancias jurídicamente relevantes ni una determinación del 
sujeto causante de la presunta falta disciplinaria, tampoco el lenguaje adecuado. 
 
De acuerdo con lo anterior, lo primero que advierte esta Sala es la falta de 
sustento factico sobre conductas delictivas que, a juicio del quejoso, se podrían 
estar configurando, lo que obliga a que esta Sala se deba declarar inhibida de 
avocar el conocimiento. 
 
En efecto, el Art. 209 del Código General Disciplinario determina: 
 
“ARTÍCULO 209. DECISIÓN INHIBITORIA. Cuando la información o queja sea 
manifiestamente temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de 
imposible ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o 
difusa, o cuando la acción no puede iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de 
iniciar actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso.” 
 

 
En mérito de lo expuesto, el señor MAGISTRADO INSTRUCTOR TITULAR DEL 
DESPACHO Nro. TRES DE LA COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, en cumplimiento de sus funciones 
Constitucionales y Legales: 

 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: INHIBIRSE DE INICIAR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA, en 
contra del Juez POR DETERMINAR, por expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  
 
SEGUNDO: Contra la presente providencia no procede recurso alguno y no hace 
tránsito a cosa juzgada material. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

(Firmado electrónicamente) 
Dr. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 

MAGISTRADO  
 



 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 
SECRETARIO GENERAL 
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DESPACHO No. 3 – COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 
DEL VALLE DEL CAUCA 

 
 

SALA UNITARIA 
 
 

MAG. INVESTIGADOR:    DR. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 
 
 

RADICADO NO.       76-001-25-02-000-2023-01382-00 
 
 

APROBADO EN ACTA NO. 110 
 
 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de julio de dos mil veintitrés (2023) 
 
 
 

ASUNTO A TRATAR 
 

Se procede en esta oportunidad a analizar la admisibilidad de la queja 
disciplinaria interpuesta por el Dr. DIEGO ROJAS GIRON en contra del Fiscal, 
POR DETERMINAR,  al tenor de lo dispuesto por la Ley 1952 de 2019 (CGD), a 
fin de establecer si se dispone adelantar indagación preliminar, o se decreta 
apertura de investigación disciplinaria en este asunto, o si por el contrario esta 
Comisión se debe inhibir de dar trámite a la misma, según estén dados los 
presupuestos para adoptar una u otra decisión 
 
 

ANTECEDENTES FÁCTICOS 
 

 
Se recibe en despacho el presente asunto sometido a reparto electrónico el día 
15 de junio de 2023 por parte de Secretaria Comisión Seccional de Disciplina 
Judicial de Cali con ocasión a la comunicación electrónica realizada el día 13 de 
junio de 2023 por el Dr. DIEGO ROJAS GIRON indicando en el asunto 
“Memorial”   
 

El quejoso anexa el memorial1 que describe su desacuerdo frente a las 
actuaciones que se han tomado dentro del proceso penal con número SPOA 
                                                 
1 Anexo 004 del expediente electrónico. 



 

 

760016000199201900446, puntualmente ante la mora que se ha tenido en cada 
una de las etapas procesales superadas y las decisiones que se han proferido. 
 
Añadido a esto el quejoso asegura que este tipo de comportamiento esbozado 
por parte de los funcionarios públicos a cargo del proceso penal y aquellos que 
han estado involucrados en él, estarían corruptos en beneficio de personas 
poderosas que buscarían un beneficio propio dilatando el proceso antes 
mencionado.  
 

 
CONSIDERACIONES 

 
 

Esta H. Corporación, es competente para conocer de las investigaciones 
disciplinarias en contra de los abogados, funcionarios (jueces y fiscales) y 
empleados adscritos a la Rama Judicial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 
257 A de la Constitución Política, que dispone: 
 
“ARTICULO 257A. <Artículo "adicionado" por el artículo 19 del Acto Legislativo 2 de 2015. 
El nuevo texto es el siguiente:> La Comisión Nacional de Disciplina Judicial ejercerá la 
función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. 
 
<Apartes tachados INEXEQUIBLES, el aparte subrayado corresponde a la corrección 
introducida en cumplimiento de la Sentencia C-285-16> Estará conformada por siete 
Magistrados, cuatro de los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas 
enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial Consejo Superior de la Judicatura previa 
convocatoria pública reglada adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial, y tres de 
los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presidente 
de la República, previa convocatoria pública reglada. Tendrán periodos personales de ocho 
años, y deberán cumplir con los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
 Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no podrán ser reelegidos. 
Podrá haber Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial integradas como lo señale la 
ley. 
 
La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será la encargada de examinar la conducta y 
sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señale 
la ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados. 
 
PARÁGRAFO. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de acciones de tutela. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial deberán ser elegidos dentro del año siguiente a la vigencia del presente acto 
legislativo. Una vez posesionados, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá los 
procesos disciplinarios de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura. Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los 
miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. Las Salas Disciplinarias de los 
Consejos Seccionales de la Judicatura serán transformadas en Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial. Se garantizarán los derechos de carrera de los Magistrados y empleados 
de las salas disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura quienes continuarán 
conociendo de los procesos a su cargo, sin solución de continuidad.” 

 

Por su parte, el El Capítulo IV de la Ley 1952 de 2019 establece lo que se 
considera como falta disciplinaria, indicando al respecto:  



 

 

 
“Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a 
la imposición de la sanción disciplinaria correspondiente la incursión en cualquiera de las 
conductas previstas en este código que conlleven incumplimiento de deberes, 
extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar 
amparado por cualquiera de las causas de exclusión de responsabilidad contempladas en 
esa ley.”  

 
Por su parte el artículo 263 transitorio de la Ley 1952 de 2019, vigente para el 
momento de proferir esta decisión determina: 
 

“ARTÍCULO 263. ARTÍCULO TRANSITORIO. <Artículo modificado por el artículo 
71 de la Ley 2094 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> A la entrada en vigencia 
de esta ley, los procesos en los cuales se haya surtido la notificación del pliego 
de cargos o instalado la audiencia del proceso verbal, continuarán su trámite 
hasta finalizar bajo el procedimiento de la Ley 734 de 2002. En los demás 
eventos se aplicará el procedimiento previsto en esta ley. 
 
PARÁGRAFO. <Parágrafo corregido por el artículo 3 del Decreto 1656 de 2021. El 
nuevo texto es el siguiente:> La designación de la primera sala disciplinaria de 
juzgamiento a que alude el artículo 17 de esta ley, deberá ser integrada de forma 
tal que, a su entrada en vigencia, asuma inmediatamente sus competencias. El 
período de esta primera sala se extenderá hasta el 17 de marzo de 2025, sin 
perjuicio de su eventual prórroga.” 

 
 
Por lo anterior, se dará aplicación a esta disposición vigente, adecuando el 
trámite procesal tal y como se dijera en precedencia y bajo estas reglas, se 
procederá a determinar si hay mérito y/o se encuentran cumplidos los requisitos 
de ley para avocar el conocimiento del asunto, según estén dados los 
presupuestos para adoptar otra decisión en el caso particular.  
 
SOLUCIÓN AL CASO 
 
Sea lo primero precisar que, a través de una queja se denuncian ante la 
autoridad competente las irregularidades en que incurren los servidores 
públicos, al igual que los particulares que transitoriamente administran justicia, a 
efecto de que se inicie la correspondiente investigación disciplinaria y se 
apliquen los correctivos que sean del caso.  
 
Se trata, por lo tanto, de un mecanismo a través del cual se impulsa la actuación 
disciplinaria, cuya finalidad consiste en la “la prevención y buena marcha de la 
gestión pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones 
del Estado en relación con las conductas de los servidores públicos que los 
afecten o pongan en peligro” Sentencia C-948 de 2002 M.P. Álvaro Tafur Galvis.  
 
Sin embargo, no necesariamente toda información conlleva el inicio de una 
investigación disciplinaria, pues al encontrarse radicada en cabeza del Estado 
la titularidad de la acción disciplinaria, “su formulación no se traduce en el 
inicio automático de la investigación disciplinaria, sino en el hecho de 
facultar a las autoridades competentes para ejercer dicha acción con miras 
a determinar el mérito de la queja, y si es del caso, a iniciar las 
indagaciones e investigaciones que se consideren pertinentes” (subrayado 
fuera del texto) Sentencia T – 412 de 2006 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 



 

 

 
En tal sentido el Articulo 209 de la Ley 1952 de 2019, dispone que: 
 
“Articulo 209. Decisión Inhibitoria. Cuando la información o queja sea manifiestamente 
temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de imposible 
ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o difusa, o 
cuando la acción no pueda iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de iniciar 
actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso alguno.” (negrillas fuera 
del texto) 

 
Al respecto, ha precisado nuestro superior: 
 

“(…) Esta figura encuentra su razón de ser, en el desgaste que para la 
administración de justicia reportan aquellas quejas o informaciones de las cuales 
un simple examen permite concluir la ausencia de un fundamento mínimo 
que permita o motive la puesta en marcha del aparato jurisdiccional a través 
de una indagación preliminar, como en el caso que se analiza, donde de una 
lectura del escrito allegado, no se puede inferir de los señalamientos que realiza 
el señor Medellín Garzón en su escrito de queja, la existencia de falta disciplinaria 
en contra de los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 
pues las afirmaciones allí contenidas carecen de concreción y precisión, y 
no contienen valoraciones objetivas, ni presupuestos fácticos para inferir la 
ocurrencia de hechos concretos.(…)”2 

 
 
En este sentido, la decisión inhibitoria se entiende como la facultad que tiene la 
jurisdicción disciplinaria de abstenerse de iniciar la actuación puesto que, de 
hacerlo, las labores investigativas implicarían un desgaste para la administración 
de justicia no justificado. 
 
En concreto los hechos «disciplinariamente irrelevantes» son aquellos 
que, aunque pudieron haber ocurrido, no revisten las características de 
una falta disciplinaria. Se trata de aquellos casos en que, a pesar de una 
clara inconformidad del quejoso, los hechos relatados no tienen la entidad 
suficiente para configurar una falta disciplinaria en los términos previstos 
por la ley. 
 
Aplicando los anteriores postulados al caso sub examine y analizado lo expuesto 
por el Dr. DIEGO ROJAS GIRON, se determina que su inconformidad radicaría 
en la mora que existió en el proceso y en las decisiones tomadas por los jueces 
de control de garantías en primera y segunda instancia. 
 
Primero se precisará que la no puede afirmarse que se estén desconociendo los 
términos de ley cuando respecto a la duración de las actuaciones esta sala 
recuerda que el Art 175 en su parágrafo primero menciona lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. (…) PARÁGRAFO 1o. La 
Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de 
la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de 
la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de 
delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por 
delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término 
máximo será de cinco años. (…)” 

                                                 
2 Decisión del 17 de marzo de 2021. M.P. Carlos Arturo Ramírez Vásquez. Radicado 

11001010200020190025100.  



 

 

 
Segundo las decisiones que se tomaron dentro del proceso por parte de los 
jueces de control de garantías tanto en primera como en segunda instancia, se 
ubican dentro del ámbito de válida autonomía e independencia judicial que la 
Constitución y la Ley reconocen a los funcionarios judiciales, así como lo dispone 
el Art. 5 Ley 270 de 1996. 
 
“ARTÍCULO 5o. AUTONOMIA E INDEPENDENCIA DE LA RAMA JUDICIAL. La Rama 
Judicial es independiente y autónoma en el ejercicio de su función constitucional y legal de 
administrar justicia. 
 
Ningún superior jerárquico en el orden administrativo o jurisdiccional podrá insinuar, 
exigir, determinar o aconsejar a un funcionario judicial para imponerle las decisiones 
o criterios que deba adoptar en sus providencias. Por lo que una sanción disciplinaria 
a partir de su contenido no resulta acorde con el estatuto superior.” (negrillas fuera 
del texto) 

 
También la Corte Constitucional ha dicho:  
 
“La valoración de las pruebas no le compete al juez disciplinario sino al juez de la 
causa quien, como director del proceso, es el llamado a fijar la utilidad, pertinencia y 
procedencia del material probatorio, a través de criterios objetivos y razonables, de 
modo que pueda formar su convencimiento y sustentar la decisión final, utilizando 
las reglas de la sana crítica. Así, cuando el juez disciplinario realiza apreciaciones 
subjetivas sobre la valoración de las pruebas vulnera la autonomía de los jueces y fiscales” 
(negrillas fuera del texto). 

 
En ese sentido, no basta con la sola inconformidad del quejoso con la decisión 
judicial, si la misma se advierte como razonada y jurídicamente admisible. 
 
De acuerdo con lo anterior, lo primero que advierte esta Sala es la falta de 
sustento factico sobre conductas delictivas que, a juicio del quejoso, se podrían 
estar configurando, lo que obliga a que esta Sala se deba declarar inhibida de 
avocar el conocimiento. 
 
En efecto, el Art. 209 del Código General Disciplinario determina: 
 
“ARTÍCULO 209. DECISIÓN INHIBITORIA. Cuando la información o queja sea 
manifiestamente temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de 
imposible ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o 
difusa, o cuando la acción no puede iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de 
iniciar actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso.” 
 

 
En mérito de lo expuesto, el señor MAGISTRADO INSTRUCTOR TITULAR DEL 
DESPACHO Nro. TRES DE LA COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, en cumplimiento de sus funciones 
Constitucionales y Legales: 

 
 

RESUELVE 
 

 



 

 

PRIMERO: INHIBIRSE DE INICIAR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA, en 
contra del Fiscal POR DETERMINAR, por expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  
 
SEGUNDO: Contra la presente providencia no procede recurso alguno y no hace 
tránsito a cosa juzgada material. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

(Firmado electrónicamente) 
Dr. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 

MAGISTRADO  
 
 

(Firmado electrónicamente) 
GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ 

SECRETARIO GENERAL 
 

Firmado Por:

Luis Hernando Castillo Restrepo

Magistrado

Comisión Seccional

De 003 Disciplina Judicial

Cali - Valle Del Cauca
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DESPACHO No. 3 – COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 
DEL VALLE DEL CAUCA 

 
 

SALA UNITARIA 
 
 

MAG. INVESTIGADOR:    DR. LUIS HERNANDO CASTILLO RESTREPO 
 
 

RADICADO NO.       76-001-25-02-000-2023-01422-00 
 
 

APROBADO EN ACTA NO. 110 
 
 

Santiago de Cali, treinta y uno (31) de julio de dos mil veintitrés (2023) 
 
 
 

ASUNTO A TRATAR 
 

Se procede en esta oportunidad a analizar la admisibilidad de la queja 
disciplinaria interpuesta por el señor EDISSON VALENCIA CACERES  en 
contra de la FISCALIA 71 DE CALI y la FISCALIA 61, al tenor de lo dispuesto 
por la Ley 1952 de 2019 (CGD), a fin de establecer si se dispone adelantar 
indagación preliminar, o se decreta apertura de investigación disciplinaria en 
este asunto o si, por el contrario, esta Comisión se debe inhibir de dar trámite a 
la misma, según estén dados los presupuestos para adoptar una u otra decisión 
 
 

ANTECEDENTES FÁCTICOS 
 

 
Mediante comunicación electrónica del 17 de junio de 2023, el señor EDISSON 
VALENCIA CACERES, identificó en el asunto lo siguiente: “Denuncia contra 
fiscal 71 en la ciudad de Cali”, de manera sucinta sobre el contenido de este 
escrito puede indicarse que, se relatan los hechos fruto de su inconformidad 
acontecidos hasta la fecha de la presentación de la queja en el proceso penal 
sobre el delito de daños en bien ajeno en donde el quejoso funge como 
denunciante, en su exposición hace reiterado énfasis en como el tiempo 
transcurrido ha sobrepasado los dos años, añadido expresa que los funcionarios 



 

 

que conforman la FISCALIA 71, son incompetentes y en palabras del quejoso 
“no hacen si no comer y comer”.  
 
 

CONSIDERACIONES 
 
 

Esta H. Corporación, es competente para conocer de las investigaciones 
disciplinarias en contra de los abogados, funcionarios (jueces y fiscales) y 
empleados adscritos a la Rama Judicial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 
257 A de la Constitución Política, que dispone: 
 
“ARTICULO 257A. <Artículo "adicionado" por el artículo 19 del Acto Legislativo 2 de 2015. 
El nuevo texto es el siguiente:> La Comisión Nacional de Disciplina Judicial ejercerá la 
función jurisdiccional disciplinaria sobre los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. 
 
<Apartes tachados INEXEQUIBLES, el aparte subrayado corresponde a la corrección 
introducida en cumplimiento de la Sentencia C-285-16> Estará conformada por siete 
Magistrados, cuatro de los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas 
enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial Consejo Superior de la Judicatura previa 
convocatoria pública reglada adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial, y tres de 
los cuales serán elegidos por el Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Presidente 
de la República, previa convocatoria pública reglada. Tendrán periodos personales de ocho 
años, y deberán cumplir con los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
 Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no podrán ser reelegidos. 
Podrá haber Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial integradas como lo señale la 
ley. 
 
La Comisión Nacional de Disciplina Judicial será la encargada de examinar la conducta y 
sancionar las faltas de los abogados en ejercicio de su profesión, en la instancia que señale 
la ley, salvo que esta función se atribuya por la ley a un Colegio de Abogados. 
 
PARÁGRAFO. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial no serán competentes para conocer de acciones de tutela. 
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. Los Magistrados de la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial deberán ser elegidos dentro del año siguiente a la vigencia del presente acto 
legislativo. Una vez posesionados, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial asumirá los 
procesos disciplinarios de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura. Los actuales Magistrados de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura, ejercerán sus funciones hasta el día que se posesionen los 
miembros de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. Las Salas Disciplinarias de los 
Consejos Seccionales de la Judicatura serán transformadas en Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial. Se garantizarán los derechos de carrera de los Magistrados y empleados 
de las salas disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura quienes continuarán 
conociendo de los procesos a su cargo, sin solución de continuidad.” 

 

Por su parte, el El Capítulo IV de la Ley 1952 de 2019 establece lo que se 
considera como falta disciplinaria, indicando al respecto:  
 
“Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a 
la imposición de la sanción disciplinaria correspondiente la incursión en cualquiera de las 
conductas previstas en este código que conlleven incumplimiento de deberes, 
extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar 



 

 

amparado por cualquiera de las causas de exclusión de responsabilidad contempladas en 
esa ley.”  

 
Por su parte el artículo 263 transitorio de la Ley 1952 de 2019, vigente para el 
momento de proferir esta decisión determina: 
 

“ARTÍCULO 263. ARTÍCULO TRANSITORIO. <Artículo modificado por el artículo 
71 de la Ley 2094 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> A la entrada en vigencia 
de esta ley, los procesos en los cuales se haya surtido la notificación del pliego 
de cargos o instalado la audiencia del proceso verbal, continuarán su trámite 
hasta finalizar bajo el procedimiento de la Ley 734 de 2002. En los demás 
eventos se aplicará el procedimiento previsto en esta ley. 
 
PARÁGRAFO. <Parágrafo corregido por el artículo 3 del Decreto 1656 de 2021. El 
nuevo texto es el siguiente:> La designación de la primera sala disciplinaria de 
juzgamiento a que alude el artículo 17 de esta ley, deberá ser integrada de forma 
tal que, a su entrada en vigencia, asuma inmediatamente sus competencias. El 
período de esta primera sala se extenderá hasta el 17 de marzo de 2025, sin 
perjuicio de su eventual prórroga.” 

 
 
Por lo anterior, se dará aplicación a esta disposición vigente, adecuando el 
trámite procesal tal y como se dijera en precedencia y bajo estas reglas, se 
procederá a determinar si hay mérito y/o se encuentran cumplidos los requisitos 
de ley para avocar el conocimiento del asunto, según estén dados los 
presupuestos para adoptar otra decisión en el caso particular.  
 
SOLUCIÓN AL CASO 
 
Sea lo primero precisar que, a través de una queja se denuncian ante la 
autoridad competente las irregularidades en que incurren los servidores 
públicos, al igual que los particulares que transitoriamente administran justicia, a 
efecto de que se inicie la correspondiente investigación disciplinaria y se 
apliquen los correctivos que sean del caso.  
 
Se trata, por lo tanto, de un mecanismo a través del cual se impulsa la actuación 
disciplinaria, cuya finalidad consiste en la “la prevención y buena marcha de la 
gestión pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones 
del Estado en relación con las conductas de los servidores públicos que los 
afecten o pongan en peligro” Sentencia C-948 de 2002 M.P. Álvaro Tafur Galvis.  
 
Sin embargo, no necesariamente toda información conlleva el inicio de una 
investigación disciplinaria, pues al encontrarse radicada en cabeza del Estado 
la titularidad de la acción disciplinaria, “su formulación no se traduce en el 
inicio automático de la investigación disciplinaria, sino en el hecho de 
facultar a las autoridades competentes para ejercer dicha acción con miras 
a determinar el mérito de la queja, y si es del caso, a iniciar las 
indagaciones e investigaciones que se consideren pertinentes” (subrayado 
fuera del texto) Sentencia T – 412 de 2006 M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
 
En tal sentido el Articulo 209 de la Ley 1952 de 2019, dispone que: 
 
“Articulo 209. Decisión Inhibitoria. Cuando la información o queja sea manifiestamente 
temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de imposible 
ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o difusa, o 



 

 

cuando la acción no pueda iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de iniciar 
actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso alguno.” (negrillas fuera 
del texto) 

 
Al respecto, ha precisado nuestro superior: 
 

“(…) Esta figura encuentra su razón de ser, en el desgaste que para la 
administración de justicia reportan aquellas quejas o informaciones de las cuales 
un simple examen permite concluir la ausencia de un fundamento mínimo 
que permita o motive la puesta en marcha del aparato jurisdiccional a través 
de una indagación preliminar, como en el caso que se analiza, donde de una 
lectura del escrito allegado, no se puede inferir de los señalamientos que realiza 
el señor Medellín Garzón en su escrito de queja, la existencia de falta disciplinaria 
en contra de los Magistrados del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 
pues las afirmaciones allí contenidas carecen de concreción y precisión, y 
no contienen valoraciones objetivas, ni presupuestos fácticos para inferir la 
ocurrencia de hechos concretos.(…)”1 

 
 
En este sentido, la decisión inhibitoria se entiende como la facultad que tiene la 
jurisdicción disciplinaria de abstenerse de iniciar la actuación puesto que, de 
hacerlo, las labores investigativas implicarían un desgaste para la administración 
de justicia no justificado. 
 
En concreto los hechos «disciplinariamente irrelevantes» son aquellos 
que, aunque pudieron haber ocurrido, no revisten las características de 
una falta disciplinaria. Se trata de aquellos casos en que, a pesar de una 
clara inconformidad del quejoso, los hechos relatados no tienen la entidad 
suficiente para configurar una falta disciplinaria en los términos previstos 
por la ley. 
 
Aplicando los anteriores postulados al caso sub examine y analizadas las 
pretensiones plasmadas por el señor EDISSON VALENCIA CACERES, se 
determina que sus inconformidades se dirigen concretamente a la celeridad del 
proceso y ante como se está desarrollando la investigación lo cual a juicio de la 
quejosa no se ve reflejado. 
 
Se deben tener en cuenta los siguientes aspectos relevantes en este caso en 
concreto: 
 
Primeramente, se debe mencionar que las conductas punibles denunciadas por 
el señor EDISSON VALENCIA CACERES, son querellables esto quiere decir 
que para que la acción penal se inicie debe la persona afectada interponer la 
denuncia, para el caso en concreto podemos encontrar esto en el numeral 2 del 
Art. 74 de la ley 906 de 2004: 
 
“ARTÍCULO 74. CONDUCTAS PUNIBLES QUE REQUIEREN QUERELLA. <Artículo 
modificado por el artículo 22 de la Ley 2197 de 2022 -corregido por el artículo 10 del Decreto 
207 de 2022- . El nuevo texto es el siguiente:> Para iniciar la acción penal será necesario 
querella en las siguientes conductas punibles: 
 
2. Inducción o ayuda al suicidio (C. P. artículo 107); lesiones personales sin secuelas 
que produjeren incapacidad para trabajar o enfermedad sin exceder de sesenta (60) 

                                                 
1 Decisión del 17 de marzo de 2021. M.P. Carlos Arturo Ramírez Vásquez. Radicado 

11001010200020190025100.  



 

 

días (C. P. Artículo 112 incisos 1 y 2); lesiones personales con deformidad física 
transitoria (C. P. Artículo 113 inciso 1); lesiones personales con perturbación 
funcional transitoria (C. P. Artículo 114 inciso 1); parto o aborto preterintencional (C. 
P. Artículo 118); lesiones personales culposas (C. P. Artículo 120); omisión de socorro 
(C. P. Artículo 131); violación a la libertad religiosa (C. P. Artículo 201); injuria (C. P. Artículo 
220); calumnia (C. P. Artículo 221); injuria y calumnia indirecta (C. P. Artículo 222); injuria 
por vías de hecho (C. P. Artículo 226); injurias recíprocas (C. P. Artículo 227); maltrato 
mediante restricción a la libertad física (C. P. Artículo 230); malversación y dilapidación de 
los bienes de familiares (C. P. artículo 236); hurto simple cuya cuantía no exceda de ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes (C. P. Artículo 239 inciso 2); 
alteración, desfiguración y suplantación de marcas de ganado (C. P. Artículo 243); estafa 
cuya cuantía no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes (C. P. Artículo 246 inciso 3); emisión y transferencia ilegal de cheques (C. P. 
Artículo 248); abuso de confianza (C. P. Artículo 249); aprovechamiento de error ajeno o 
caso fortuito (C. P. Artículo 252); alzamiento de bienes (C. P. Artículo 253); disposición de 
bien propio gravado con prenda* (C. P. Artículo 255); defraudación de fluidos (C. P. Artículo 
256); acceso ilegal de los servicios de telecomunicaciones (C. P. Artículo 257); 
malversación y dilapidación de bienes (C. P. Artículo 259); usurpación de tierras (C. P. 
Artículo 261); usurpación de aguas (C. P. Artículo 262); invasión de tierras o edificaciones, 
cuando el avalúo del inmueble no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (C. P. Artículo 263); perturbación de la posesión sobre 
inmuebles (C. P. Artículo 264); daño en bien ajeno (C. P. Artículo 265); usura y recargo 
de ventas a plazo (C. P. Artículo 305); falsa autoacusación (C. P. Artículo 437); infidelidad 
a los deberes profesionales (C. P. Artículo 445); Violación de los derechos de reunión y 
asociación (C. P. Artículo 200).” (negrillas fuera del texto) 

 
Este tipo de denuncias tienen una particularidad y es la obligatoriedad de la 
conciliación como requisito de procedibilidad en la iniciación de la acción penal, 
esto se observa en el Art. 522 de la ley 906 de 2004, norma que dicta lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 522. LA CONCILIACIÓN EN LOS DELITOS QUERELLABLES. La 
conciliación se surtirá obligatoriamente y como requisito de procedibilidad para el 
ejercicio de la acción penal, cuando se trate de delitos querellables, ante el fiscal que 
corresponda, o en un centro de conciliación o ante un conciliador reconocido como 
tal. (…)” (negrillas fuera del texto) 

 
Se puede deducir de los eventos relatados por el quejoso, que la etapa procesal 
en la que se encuentra es la conciliación, relatándose cómo se ha intentado 
contactar y notificar a los denunciados, siguiendo el procedimiento pertinente, 
por lo tanto, no se observa que se haya incurrido en una falta disciplinaria ya que 
se están siguiendo disposiciones normativas; añade el quejoso que se ha 
delegado este tipo de notificación a policía judicial, lo cual es legal, ya que el Art. 
172 de la Ley 906 de 2004, establece: 
 
“ARTÍCULO 172. FORMA. Las citaciones se harán por orden del juez en la providencia 
que así lo disponga, y serán tramitadas por secretaría. A este efecto podrán utilizarse 
los medios técnicos más expeditos posibles y se guardará especial cuidado de que 
los intervinientes sean oportuna y verazmente informados de la existencia de la 
citación. 
 
El juez podrá disponer el empleo de servidores de la administración de justicia y, de 
ser necesario, de miembros de la fuerza pública o de la policía judicial para el 
cumplimiento de las citaciones.” 

 
Ahora bien, otra inconformidad es el tiempo que ha transcurrido desde la fecha 
de la denuncia, sin que se note algún avance en sus procesos según la quejosa. 
 



 

 

Sin embargo, encuentra esta Sala de Decisión que el tiempo contabilizado por 
el quejoso desde su denuncia hasta la presentación de las quejas es de 2 años 
y 10 días, debiéndose precisar que al ser varias las conductas punibles que 
podrían configurar un delito, no se puede tener una precisión en torno al tiempo 
que lleven en investigación, por lo tanto no puede afirmarse que se estén 
desconociendo los términos de ley cuando respecto a la duración de las 
actuaciones el Art 175 en su parágrafo primero menciona lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. (…) PARÁGRAFO 1o. La 
Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de 
la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de 
la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de 
delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por 
delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término 
máximo será de cinco años. (…)” 

 
Si ya las fiscalías correspondientes están citando a las convocadas para agotar 
el requisito de procedibilidad del proceso penal, como lo es la conciliación 
judicial, sin que haya fenecido el término para ello, como tampoco la vigencia de 
la acción penal (art. 83 C.P.)., mal puede indicarse que por parte de los 
funcionarios judiciales estén incurriendo en faltas disciplinarias, cuando ello es 
un prerrequisito para proseguir con la averiguación.  
 
Añadido cualquier pronunciamiento que realice este despacho sobre los mismos, 
a manera de dirimir la controversia y determinar si le asiste o no la razón al 
quejoso, desbordaría las competencias asignadas a esta instancia judicial, a la 
cual le esta proscrito actuar como tercera instancia judicial, por lo que no es 
plausible dar curso a una investigación disciplinaria en contra de los funcionarios 
que conforman las fiscalías ya mencionadas debido a que las actuaciones que 
se llevan a cabo dentro de la investigación, tales son los métodos empleados, el 
conocimiento de cada uno de estos funcionarios en la realización de su labor, 
las herramientas empleadas, entre otros, son actuaciones que no competen a 
esta dependencia. 
 
En este sentido el Art. 212 del Código General Disciplinario determina: 
 
“ARTÍCULO 212. FINES Y TRÁMITE DE LA INVESTIGACIÓN. La investigación tendrá 
como fines verificar la ocurrencia de la conducta, determinar si es constitutiva de falta 
disciplinaria o si se ha actuado al amparo de una causal de exclusión de la 
responsabilidad.” (negrillas fuera del texto) 

 
Así las cosas, esta Sala debe decir que es de fácil conclusión que los hechos 
denunciados no configuran falta disciplinaria alguna, adolece de sustento factico 
lo que resulta irrelevante para el derecho disciplinario, obligando a esta sala 
deba declararse inhibida de avocar el conocimiento de los hechos.   
 
En efecto, el Art. 209 del Código General Disciplinario determina: 
 
“ARTÍCULO 209. DECISIÓN INHIBITORIA. Cuando la información o queja sea 
manifiestamente temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de 
imposible ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o 
difusa, o cuando la acción no puede iniciarse, el funcionario de plano se inhibirá de 
iniciar actuación alguna. Contra esta decisión no procede recurso.” 

 



 

 

En mérito de lo expuesto, el señor MAGISTRADO INSTRUCTOR TITULAR DEL 
DESPACHO Nro. TRES DE LA COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, en cumplimiento de sus funciones 
Constitucionales y Legales: 

 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: INHIBIRSE DE INICIAR INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA, en 
contra de la FISCALIA 71 DE CALI, por expuesto en la parte motiva de esta 
providencia.  
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